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Noticias con impacto juridico-empresarial






Casación N.° 7156-2018-Lima

Sumilla: “Se vulnera el deber de idoneidad, cuando el proveedor no cumple con la entrega de un inmueble en el plazo pactado, además, si el consumidor desaprueba la entrega del inmueble por observaciones detectadas en el inmueble, el proveedor no puede hacer uso de una cláusula contractual para obligar al comprador a recepcionar las llaves del inmueble vía conducto notarial, sin que antes se haya demostrado que el usuario mostró su conformidad respecto de las subsanaciones; asimismo, corresponde entregar toda la documentación relacionada con la construcción del inmueble, dentro de los que se encuentra los certificados de garantía y calidad de los materiales”.

Lima, quince de octubre de dos mil diecinueve.-

La Sala de Derecho Constitucional y Social Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República. I. Vista: La causa número siete mil ciento cincuenta y seis - dos mil dieciocho, con el acompañado en dos tomos; en Audiencia Pública llevada a cabo en la fecha; integrada por los señores jueces supremos Pariona Pastrana –Presidente–, Arias Lazarte, Rueda Fernández, Toledo Toribio y Bustamante Zegarra; de conformidad con el dictamen fiscal supremo en lo contencioso administrativo; luego de verificada la votación de acuerdo a ley, se emite la siguiente sentencia: I.1. Objeto del recurso de casación Se trata del recurso de casación interpuesto por el codemandado Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual (Indecopi), obrante a fojas trescientos setenta y nueve, de fecha quince de marzo de dos mil dieciocho, contra la sentencia de vista obrante a fojas trescientos cuarenta, de fecha cuatro de diciembre de dos mil diecisiete, emitida por la Quinta Sala Especializada en lo Contencioso Administrativo con Subespecialidad en Temas de Mercado de la Corte Superior de Justicia de Lima, que revocó la sentencia apelada de primera instancia de fecha dieciocho de abril de dos mil diecisiete, obrante a fojas doscientos catorce, expedida por el Vigésimo Quinto Juzgado Contencioso Administrativo con Subespecialidad en Temas de Mercado de la Corte Superior de Justicia de Lima, que declaró infundada la demanda; y reformándola, la declaró fundada en parte; en los seguidos por Grupo Inmobiliario Cima Prince Sociedad Anónima Cerrada contra el Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual (Indecopi) y otros, sobre acción contencioso administrativa. I.2. Causales por las cuales se ha declarado procedente el recurso de casación Mediante resolución suprema de fecha veintitrés de abril de dos mil dieciocho obrante a fojas ciento cuarenta y cuatro del cuaderno de casación formado en esta Sala Suprema, se declaró procedente el recurso de casación interpuesto por el codemandado Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual (en adelante Indecopi), por las siguientes causales: a) Infracción normativa del artículo 79 del Código de Protección y Defensa del Consumidor. Señala que, dicha norma no tiene relación alguna con el deber de idoneidad que corresponde al proveedor denunciado, pues lo único que determina es la posibilidad de que el consumidor pueda dejar constancia de observaciones e insatisfacciones con el bien que ha adquirido; asimismo, dicha norma no justifica que la demandante haya entregado los inmuebles fuera de plazo pactado. Siendo ello así, la motivación efectuada por la Sala Superior, basándose en el artículo 79 del Código de Protección y Defensa del Consumidor resulta incongruente con lo resuelto por el Tribunal del Indecopi respecto a la infracción de los artículos 18 y 19 del referido Código; pues la Sala Superior no ha analizado la falta de idoneidad sancionada, pues el motivo por el cual no se entregaron los inmuebles en la fechas pactadas, era de que los inmuebles presentaron deficiencias que no fueron subsanadas. Agrega que de la revisión de lo resuelto por el Ad quem, se aprecia que no existe motivación respecto a los fundamentos por los cuales la Sala Superior arribó a la conclusión de que la demandante no obligó a los consumidores denunciantes a recibir los inmuebles entregados fuera de plazo. b) Infracción normativa del artículo 78 del Código de Protección y Defensa del Consumidor. Manifiesta que, la norma aplicada por la Sala Superior para declarar la nulidad del extremo relacionado a la infracción del artículo 76 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, únicamente regula la documentación e información que debe contener el contrato de compraventa, no teniendo relación alguna con el hecho de que la demandante no cumplió con entregar a los consumidores denunciantes la documentación o información que acredite la certificación de garantía y calidad de los materiales que se emplearon para la construcción de los bienes inmuebles adquiridos. Agrega que la Sala Superior incurre en una motivación incongruente, pues pretende resolver la nulidad de un pronunciamiento administrativo con una norma legal que no tiene relación con la conducta infractora sancionada. c) Infracción normativa de los incisos 3 y 5 del artículo 139 de la Constitución Política del Perú. La cual fue admitida de manera excepcional en aplicación del artículo 392-A del Código Procesal Civil, incorporado por el artículo 2° de la Ley N.° 29364. I.3. Dictamen fiscal La Fiscalía Suprema mediante Dictamen Fiscal Supremo N.° 409-2019-MP-FN-FSCA, obrante a fojas ciento cincuenta y cinco del cuaderno de casación, opina que se declare fundado el recurso de casación; en consecuencia, se case la sentencia de vista; y, actuando en sede de instancia, se confirme la sentencia de primera instancia que declaró infundada la demanda. II. Considerando: Primero.- Antecedentes Previo al análisis y evaluación de la causal expuesta en el recurso de casación, resulta menester realizar un breve recuento de las principales actuaciones procesales: 1.1.- Demanda: de fecha ocho de junio de dos mil dieciséis, obrante a fojas cuarenta y siete, la parte demandante Grupo Inmobiliario Cima Prince Sociedad Anónima Cerrada (en adelante Cima Prince), interpone demanda contenciosa administrativa, a fin que se declare, lo siguiente: Pretensión principal: La nulidad de la Resolución N.° 746-2016/SPC-Indecopi de fecha veintinueve de febrero de dos mil dieciséis, emitida por la Sala Especializada en Protección al Consumidor del Indecopi, en la medida que ha vulnerado el principio de causalidad; y como consecuencia de ello, se declare que el Grupo Inmobiliario Cima Prince Sociedad Anónima Cerrada no ha incurrido en ninguna de las infracciones imputadas en el procedimiento administrativo. Pretensión subordinada a la pretensión principal: La nulidad de la Resolución N.° 746-2016/SPC-Indecopi de fecha veintinueve de febrero de dos mil dieciséis, emitida por la Sala Especializada en Protección al Consumidor del Indecopi, en la medida que ha vulnerado el principio de presunción de licitud; y como consecuencia de ello, se declare que Grupo Inmobiliario Cima Prince Sociedad Anónima Cerrada no ha incurrido en ninguna de las infracciones imputadas en el procedimiento administrativo. La parte demandante sustenta su pretensión en los siguientes hechos: Respecto de la Pretensión Principal: a) El tres de agosto de dos mil doce, Cima Prince vendió un departamento, con estacionamiento y depósito, a cada uno de los codemandados Vidal Panduro, suscribiendo con cada uno de ellos los correspondientes contratos de compraventa de bien futuro; siendo que los referidos contratos, en su parte integrante denominada “Memoria Descriptiva de Acabados”, se dejó absolutamente claro que los formatos y colores de los materiales a emplear podían variar sin previo aviso, siempre y cuando estos no mermen en la calidad descrita. b) Suscritos los referidos contratos, se estableció en cada uno el treinta y uno de enero de dos mil catorce como plazo máximo para entregar los inmuebles. Lamentablemente, sucedió que, aunque los inmuebles estuvieron aptos para ser entregados a dicha fecha, los codemandados Vidal Panduro habrían olvidado que los contratos preveían con absoluta claridad que algún acabado podía variar (en este caso, las griferías) y amparándose en esto, se negaron durante meses a recibir sus inmuebles porque se había colocado una grifería alternativa pero de igual (o hasta mejor) calidad, otra vez, aludiendo demoras en la entrega, a pesar que los contratos lo permitían de manera expresa e indubitable. c) Dado que los denunciantes perseveraban en su arbitraria decisión de no recibir los inmuebles, y pese a que su representada atendió todas las “observaciones” que formularon los referidos codemandados, Cima Prince ejerció su derecho a consignar mediante carta notarial que los inmuebles se encontraban aptos para ser entregados; acuerdo que se pactó también en la cláusula quinta de los contratos. d) La Sala Especializada en Protección al Consumidor del Indecopi, aplicando ilegalmente la inversión de la carga de la probatoria en materia de protección al consumidor, trasladó a Cima Prince la carga de demostrar que el bien no tenía defectos, no así la carga de demostrar que sustentar su falta de responsabilidad. Vale decir, la Sala Especializada no trasladó a la actora la carga de demostrar su ausencia de responsabilidad, sino la carga de demostrar que el bien no tenía defectos, cuando legalmente (e Indecopi así lo reconoce) la carga de demostrar el defecto recae en los denunciantes. e) La supuesta conducta infractora imputada a la demandante por colocar bienes defectuosos –y consecuentes demoras en entregar los inmuebles y coerción para recibirlos– le ha sido indebidamente atribuida, puesto que la actora no disminuyó la calidad de los bienes ofertados, antes bien dicha conducta sólo podría ser atribuida: (i) a los denunciantes mismos en virtud a su actuar orientado a entorpecer el proceso de entrega y levantamiento de observaciones de los inmuebles; o, (ii) a los denunciantes por rehusarse a recibir los inmuebles bajo una infundada especulación acerca de grifería de menor calidad. Respecto de la Pretensión Subordinada: f) Pese a que obraba en poder del Indecopi copioso material probatorio que acreditaba la licitud de la conducta de la demandante (calificada equivocadamente como infractora por la administración pública), la Sala Especializada en Protección al Consumidor del Indecopi simplemente concluyó en la Resolución N.° 746-2016/SPC-Indecopi que Cima Prince infringió los artículos 18, 19 y 76 del Código de Protección y de Defensa del Consumidor, sin siquiera contar con una prueba que desvirtúe la posición de Cima Prince, hecho que naturalmente transgrede el principio de presunción de licitud en perjuicio de la actora. g) Queda claro que para demostrar la infracción a los artículos 18, 19 y 76 del Código de Protección y de Defensa del Consumidor, el Indecopi no solo debe contar con elementos que acrediten un hecho, sino que la vinculación de estos con los hechos que se imputan a la administrada deben estar sustentados en un razonamiento del cual se deduzca con certeza la conclusión a la que arriba la entidad; en el presente caso, lo único que se habría verificado es la colocación de grifería Italgrif en vez de Stretto, sin que resulte posible vincularlo con un defecto en sí mismo. 1.2. Contestación de la demanda del Indecopi: de fecha veintiséis de julio de dos mil dieciséis, obrante a fojas noventa y nueve, la entidad codemandada, contesta la demanda argumentando que: - Lo resuelto por la Sala Especializada en Protección al Consumidor del Indecopi se sustentó en las actuaciones de las partes y en los medios probatorios presentados y actuados en el procedimiento administrativo, haciendo la valoración respectiva conforme a los principios administrativos contemplados en la Ley N.° 27444 y demás normas pertinentes. - De la “Memoria Descriptiva de Acabados” se puede verificar que la demandante informó a los entonces denunciantes que podía utilizar grifería similar a la de la marca Stretto, de la línea minimalista, toda vez se trate de similares características; no obstante ello, la demandante no presentó en el procedimiento administrativo ningún informe técnico documento comparativo que diera cuenta que la grifería marca Italgrif de la línea Cozumel era de características similares a la que inicialmente fue ofrecida a los entonces denunciantes. - De la revisión del expediente administrativo, se puede verificar que los codemandados Vidal Panduro han cumplido con acreditar el defecto referido a la instalación de la grifería marca Italgrif de la línea Cozumel, siendo que la demandante no negó dichas afirmaciones; por el contrario, justificó la instalación de dicha grifería, por lo que la carga de la prueba fue invertida hacia la demandante. En tal sentido, era su obligación y no de los consumidores denunciantes acreditar que la grifería marca Italgrif no significaba una disminución de la calidad en comparación con la marca Stretto, y no cumplieron con ofrecer medio probatorio alguno que así lo acreditase. - Más allá de analizar si el proceso de levantamiento de observaciones no era equivalente a una demora en la entrega del bien, lo cierto es que no quedó acreditado que Cima Prince ni siquiera, cumplió con poner a disposición de los señores Vidal Panduro, las unidades inmobiliarias adquiridas por estos, verificándose la demora en su entrega, siendo que contrariamente a lo manifestado por la parte demandante los inmuebles no se encontraban listos para su entrega. 1.3. Mediante resolución número cinco, obrante a fojas ciento sesenta y cinco, declara rebelde a los codemandados Viviana Arlet Vidal Panduro, David Augusto Vidal Panduro y Daniel Alonso Vidal Panduro. 1.4. Sentencia de primera instancia, emitida por el Vigésimo Quinto Juzgado Contencioso Administrativo con Sub Especialidad en Temas de Mercado de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fecha dieciocho de abril de dos mil diecisiete, obrante a fojas doscientos catorce, que declaró infundada la demanda. Sostiene el Juzgado –entre otros aspectos– que: Pretensión principal: - Si bien se observa de las fichas técnicas presentadas por la parte demandante en el expediente administrativo que las griferías descritas comparten en cierta medida características afines, es de notarse que el modelo de la marca Stretto especificado en dichas fichas es “Monoblock Lavaplatos Línea Ornella”, es decir, que se trataría de un modelo destinado para un ambiente de cocina y no para un baño; dado ello, el modelo de la marca Stretto propuesto por la demandante no resultaría idóneo a fin de realizar la comparación con la grifería efectivamente colocada en el baño principal de los inmuebles sub litis. Asimismo, tampoco se observa de las referidas fichas técnicas que la grifería de marca Stretto, línea Ornella, o la grifería de marca Italgrif, línea Cozumel, sean modelos minimalistas, razón por la cual tampoco resultarían idóneos para calzar con lo acordado por las partes; por lo que tal variación posterior de condiciones evidenciaría una falta de idoneidad de parte de la proveedora. - Conforme se verifica del correo electrónico remitido el veintitrés de enero de dos mil catorce al padre de los entonces denunciantes, la Inmobiliaria demandante señaló que la entrega de los inmuebles presuntamente culminados de acuerdo a las especificaciones del contrato se realizaría a partir de la primera semana de febrero de dos mil catorce debido a que faltaba culminar acabados en las áreas comunes y el ascensor no había sido instalado al cien por ciento; siendo que la entrega de los inmuebles fue finalmente programada para el veintidós de febrero de dos mil catorce, por lo que se observa que la demora inicial de veintidós días calendario en la entrega de los inmuebles fue responsabilidad de la demandante. - En ese sentido, se entiende que los entonces denunciantes se encontraban en su derecho de realizar las observaciones respecto de los desperfectos o deficiencias que encontraron en los inmuebles materia de litis; siendo atribuible a la demandante la demora en la entrega de estos en caso tales desperfectos a subsanar se debieran a la existencia de una diferencia entre lo acordado por las partes y lo que efectivamente se realizó en dicho inmueble. Pretensión subordinada: - Es preciso señalar que la demandante alega que para declarar la infracción a los artículos 18, 19 y 76 del Código de Protección y de Defensa del Consumidor, Indecopi no solo debe contar con elementos que evalúen un hecho, sino que la vinculación de éstos con los hechos que se imputan al administrado deben estar sustentados en un razonamiento del cual se deduzca con certeza la conclusión a la que arriba la entidad; siendo que, en el presente caso, lo único que se habría verificado es la colocación de grifería Italgrif en vez de Stretto, sin que resulte posible vincularlo con un defecto en sí mismo puesto que la calidad era idéntica, de conformidad con las fichas técnicas presentadas; y entendiéndose que su representada solamente actuó en virtud de lo acordado entre las partes. - Es pertinente señalar que conforme a lo analizado en los considerandos sexto y sétimo de la sentencia de primera instancia, se concluyó que dado lo actuado en el expediente administrativo, no existía la certeza que la grifería instalada marca Italgrif poseía una calidad similar a la marca Stretto; dado ello, tampoco podría concluirse que el actuar de la demandante fue acorde a lo estipulado en la Memoria Descriptiva de Acabados. - En tal sentido, los inmuebles en cuestión no se encontraban aptos para la entrega al no haber subsanado la demandante la observación respecto de la grifería colocada, toda vez que no se verificaría el cumplimiento de los puntos pactados contractualmente; y por tanto, no encontrándose facultado para realizar la entrega de los inmuebles conforme a lo acordado en la cláusula quinta, “Oportunidad para la entrega del bien”, de los contratos de compraventa suscrito entre las partes. 1.5. Sentencia de vista, emitida por la Quinta Sala Especializada en lo Contencioso Administrativo con Sub Especialidad en Temas de Mercado de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fecha cuatro de diciembre de dos mil diecisiete, obrante a fojas trescientos cuarenta, que revocó la sentencia apelada que declaró infundada la demanda, y reformándola, la declara fundada en parte. Sostiene la Sala Superior –entre otros aspectos– que: - Se puede apreciar que a fin de desvirtuar los argumentos de la demanda de Cima Prince, el Juzgado invocó el portal web de Stretto, a fin de acreditar que dicha marca cuenta con un determinado certificado de calidad por lo que no se puede concluir que la grifería instalada marca Italgrif no significaba una disminución de la calidad en comparación con la marca Stretto. Tal valoración de la A quo es incorrecta porque vulnera el derecho de defensa de la demandante; sin embargo no amerita la nulidad de la sentencia, en la medida de que dicha motivación no es trascendente para la decisión. - En el presente caso, no se advierte que las razones expresadas por los denunciantes para negarse a recibir los inmuebles en cuestión sean justificadas, pues no obedecen a defectos estructurales. Así, por ejemplo, el defecto constituido por la colocación de una grifería de una marca distinta a la ofrecida no determina el derecho del consumidor para negarse a recibir el inmueble, dado que tal defecto pudo muy bien subsanarse luego de la entrega. - Por consiguiente, se advierte que el retraso en la entrega de los inmuebles fue por las observaciones planteadas por los denunciantes, por lo que no se advierte responsabilidad de la ahora demandante por no haber entregado los inmuebles en el plazo acordado. - Tenemos que del contrato de compraventa suscrito entre los denunciantes y la ahora demandante se desprende que en la cláusula quinta pactaron que: “En caso la compradora no lo quisiera recibir, el inmueble se considerará entregado”. - Así, tras reiterados intentos de Cima Prince por entregar los inmuebles en cuestión, optó por actuar de acuerdo a la aludida cláusula quinta del contrato y mediante carta notarial del dieciséis de abril de dos mil catorce tuvo por entregados los citados inmuebles. - Respecto a la responsabilidad de la ahora demandante porque no cumplió con entregar los certificados de garantía y calidad de los materiales que se emplearon para la construcción de los bienes inmuebles adquiridos, es de precisar que no se advierte que el Indecopi haya sustentado dicha supuesta infracción en alguna norma. Asimismo, de la revisión del Código de Protección y Defensa del Consumidor se advierte que no contiene norma alguna en la que se establezca dicho deber a cargo del proveedor de servicios inmobiliarios. Es más dicha obligación no se desprende del precitado artículo 78 del citado Código. Asimismo, tampoco se advierte que se haya estipulado en el contrato ni que sea una práctica común en la venta de inmuebles que el proveedor entregue certificados de garantía y calidad de los materiales que emplearon en la construcción de los inmuebles. Segundo.- Anotaciones previas sobre el recurso de casación 2.1. En primer lugar, debe tenerse en cuenta que el recurso extraordinario de casación tiene por objeto, el control de las infracciones que las sentencias o los autos puedan cometer en la aplicación del derecho; partiendo a tal efecto de los hechos considerados probados en las instancias de mérito y aceptados por las partes, para luego examinar si la calificación jurídica realizada es la apropiada a aquellos hechos. No bastando la sola existencia de la infracción normativa, sino que se requiere que el error sea esencial o decisivo sobre el resultado de lo decidido. 2.2. En ese entendido la labor casatoria es una función de cognición especial, sobre vicios en la resolución por infracciones normativas que inciden en la decisión judicial, ejerciendo como vigilantes el control de derecho, velando por su cumplimiento “y por su correcta aplicación a los casos litigiosos, a través de un poder independiente que cumple la función jurisdiccional.”1, revisando si los casos particulares que acceden a casación se resuelven de acuerdo a la normatividad jurídica, correspondiendo a los Jueces de Casación cuestionar que los Jueces encargados de impartir justicia en el asunto concreto respeten el derecho objetivo en la solución de los conflictos. 2.3. Así también, habiéndose acogido entre los fines de la casación la función nomofiláctica, ésta no abre la posibilidad de acceder a una tercera instancia ni se orienta a verificar un reexamen del conflicto ni la obtención de un tercer pronunciamiento por otro Tribunal sobre el mismo petitorio y proceso, siendo más bien un recurso singular que permite acceder a una Corte de Casación para el cumplimiento de determinados fines, como la adecuada aplicación del derecho objetivo al caso concreto y la uniformidad de la jurisprudencia nacional por la Corte Suprema de Justicia de la República. 2.4. Ahora bien, habiéndose admitido el recurso de casación tanto por infracciones normativas de carácter procesal (Infracción normativa de los incisos 3 y 5 del artículo 139 de la Constitución Política del Estado), como de naturaleza material (Infracción normativa de los artículos 78 y 79 del Código de Protección y Defensa del Consumidor), corresponde emitir pronunciamiento, en primer lugar, respecto a la infracción normativa procesal y de ser amparada esta, carecería, entonces, emitir pronunciamiento en torno a la infracción normativa material, conforme se colige del artículo 396 del Código Procesal Civil, modificado por el artículo 1° de la Ley N.° 29364. De la causal de naturaleza procesal Tercero.- Infracción normativa del artículo 139 incisos 3 y 5 de la Constitución Política del Estado 3.1. En cuanto al derecho al debido proceso contenido en el inciso 3 del artículo 13 9 de la Constitución Política, corresponde precisar que este no tiene una concepción unívoca, sino que comprende un haz de garantías; siendo dos los principales aspectos del mismo: El debido proceso sustantivo, que protege a los ciudadanos de las leyes contrarias a los derechos fundamentales; y, el debido proceso adjetivo o formal, que implica las garantías procesales que aseguran los derechos fundamentales. Es decir que, en el ámbito sustantivo, se refiere a la necesidad de que las sentencias sean valiosas en sí mismas, esto es, que sean razonables; mientras que el ámbito adjetivo alude al cumplimiento de ciertos recaudos formales, de trámite y de procedimiento, para llegar a una solución judicial mediante la sentencia. Derecho que se manifiesta, entre otros, en: El derecho de defensa, derecho a la prueba, a la jurisdicción predeterminada por ley o al juez natural, proceso preestablecido por Ley, derecho a la cosa juzgada, al juez imparcial, derecho a la pluralidad de instancia, derecho de acceso a los recursos, al plazo razonable; derecho a la motivación; entre otros. 3.2. Sobre motivación de las resoluciones judiciales, Roger Zavaleta Rodríguez en su libro “La Motivación de las Resoluciones Judiciales como Argumentación Jurídica”2, precisa que: “Para fundamentar la decisión es indispensable que la conclusión contenida en el fallo responda a una inferencia formalmente correcta (justificación interna). Su observancia, sin embargo, no se limita a extraer la conclusión de las premisas predispuestas, pues también comprende una metodología racional en la fijación de aquellas (justificación externa). En lo posible las premisas deben ser materialmente verdaderas o válidas, según el caso, a fin de garantizar la solidez de la conclusión. En caso contrario esta no podría ser más fuerte que las premisas. Una decisión judicial está motivada si, y solo si, es racional. A su vez, una decisión es racional si, y solo si, está justificada interna y externamente. Mientras la justificación interna expresa una condición de racionalidad formal, la justificación externa garantiza racionalidad sustancial de las decisiones judiciales. (...)”. 3.3. En relación a este asunto (sobre motivación de las resoluciones judiciales), el Tribunal Constitucional en el Expediente N.° 1480-2006-AA/TC, ha puntualizado que: “el derecho a la debida motivación de las resoluciones importa que los jueces, al resolver las causas, expresen las razones o justificaciones objetivas que los llevan a tomar una determinada decisión. Esas razones, (...) deben provenir no sólo del ordenamiento jurídico vigente y aplicable al caso, sino de los propios hechos debidamente acreditados en el trámite del proceso. Sin embargo, la tutela del derecho a la motivación de las resoluciones judiciales no debe ni puede servir de pretexto para someter a un nuevo examen las cuestiones de fondo ya decididas por los jueces ordinarios. En tal sentido, (...) el análisis de si en una determinada resolución judicial se ha violado o no el derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales debe realizarse a partir de los propios fundamentos expuestos en la resolución cuestionada, de modo que las demás piezas procesales o medios probatorios del proceso en cuestión sólo pueden ser evaluados para contrastar las razones expuestas, mas no pueden ser objeto de una nueva evaluación o análisis. Esto, porque en este tipo de procesos al juez constitucional no le incumbe el mérito de la causa, sino el análisis externo de la resolución, a efectos de constatar si ésta es el resultado de un juicio racional y objetivo donde el juez ha puesto en evidencia su independencia e imparcialidad en la solución de un determinado conflicto, sin caer ni en arbitrariedad en la interpretación y aplicación del derecho, ni en subjetividades o inconsistencias en la valoración de los hechos”. 3.4. Así, se entiende que el deber de motivación de las resoluciones judiciales, que es regulado por el artículo 139 inciso 5 de la Constitución Política del Estado, garantiza que los Jueces, cualquiera que sea la instancia a la que pertenezcan, deben expresar el análisis que los ha llevado a decidir una controversia, asegurando que el ejercicio de administrar justicia se haga con sujeción a la Constitución y a la Ley; en tal sentido, habrá motivación adecuada de las resoluciones judiciales, siempre que la resolución contenga los fundamentos jurídicos y fácticos que sustentan la decisión, que la motivación responda estrictamente a la ley y a lo que fluye de los actuados, pero además deberá existir una correspondencia lógica (congruencia) entre lo pedido y lo resuelto, de tal modo que la resolución por sí misma exprese una suficiente justificación de lo que se decide u ordena; así, se entiende que la motivación escrita de las resoluciones judiciales constituye un deber para los magistrados, tal como lo establecen los artículos 503 inciso 6, 1224 inciso 3 y 4 del Código Procesal Civil y el artículo 125 del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial; y, dicho deber implica que los juzgadores señalan en forma expresa la ley que aplican con el razonamiento jurídico a las que esta les ha llevado, así como los fundamentos fácticos que sustentan su decisión, respetando los principios de jerarquía normativa y de congruencia, esto último en concordancia con el artículo VII del Título Preliminar del Código Procesal Civil; además, aquello debe concordarse con lo establecido en el artículo 226 del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que regula acerca del Carácter vinculante de la doctrina jurisprudencial. 3.5. Entonces, como se advierte de la sentencia de vista, el Colegiado Superior para sustentar su decisión, ha procedido, en primer orden, a describir los argumentos del pronunciamiento de la sentencia de primera instancia que conllevaron a desestimar la demanda interpuesta por la demandante Grupo Inmobiliario Cima Prince Sociedad Anónima Cerrada, para luego, señalar los agravios propuestos en el recurso de apelación interpuesto por la actora. Seguidamente en el primer y segundo considerando se menciona a lo regulado en el artículo 364 del Código Procesal Civil, y al inciso 5 del artículo 139 de la Constitución Política del Estado. 3.6. En el tercer considerando, la Sala Superior procede a dar respuesta al primer agravio planteado, concluyendo que, respecto de la invocación efectuada por el Juzgado acerca del portal web de Stretto, tal valoración de la A quo es incorrecta porque vulnera el derecho de defensa de la demandante; sin embargo no amerita la nulidad de la sentencia, en la medida de que dicha motivación no es trascendente para la decisión. En el cuarto considerando, se da respuesta al segundo y tercer agravio, para ello se describe lo sucedido en vía administrativa, estableciéndose que, no se advierte que las razones expresadas por los denunciantes para negarse a recibir los inmuebles en cuestión sean justificadas, pues no obedecen a defectos estructurales, por lo que el retraso en la entrega de los inmuebles fue por las aludidas observaciones, por lo que no se advierte responsabilidad de la demandante en la entrega de los inmuebles en el plazo otorgado; además, que no se habría acreditado que la empresa actora haya obligado a los denunciantes a recibir los departamentos, sino que aquella actuó acorde a la quinta cláusula del contrato. 3.7. En el quinto considerando de la sentencia de vista, se da respuesta al cuarto agravio, señalando para ello lo contemplado en el artículo 78 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, para después manifestar que, Indecopi para resolver acerca de la entrega de los certificados de garantía y calidad de los materiales que se emplearon en la construcción del inmueble no se sustentaron en norma alguna; más aún, si el código en comento no establece que aquello sea de obligación del proveedor del servicio inmobiliario, ni tampoco conste en el contrato; entonces, en base a lo señalado en los párrafos precedentes la Sala Superior concluyó que las resoluciones administrativas emitidas por el Indecopi se encuentran inmersas en causal de nulidad prevista en el artículo 10 de la Ley N.° 27444, por lo que aquella entidad debería emitir nuevo pronunciamiento. 3.8. Por consiguiente, se desprende que los argumentos expuestos en la sentencia de vista, surgieron como consecuencia de las alegaciones expuestas por las partes, y de los documentos que éstos aportaron al proceso. Entonces, sin perjuicio de que el criterio adoptado por la Sala Superior sea correcto o no, se concluye que la sentencia recurrida contiene la suficiente justificación fáctica y jurídica de la decisión adoptada, en tal sentido no se vulnera el artículo 139 incisos 3 y 5 de la Constitución Política del Estado, toda vez que, a criterio de la Sala Superior la demora en la entrega de los departamentos a favor de los denunciantes surgió como consecuencia de las propias observaciones de aquellos, además que la entrega de los documentos reclamados por los aludidos denunciantes no se encontraba previsto en la norma ni en el contrato; por ello, lo resuelto por Indecopi no se encuentra inmerso en causal de nulidad prevista en la Ley N.° 27444; motivo por el cual resulta infundada la infracción de índole procesal materia de examen. De las causales de índole material Cuarto.- Infracción normativa del artículo 79 del Código de Protección y Defensa del Consumidor. 4.1. En cuanto a la presente causal, es necesario describir lo que contiene la norma en comento: “Artículo 79.- Obligación de saneamiento del proveedor Al momento de la entrega del inmueble, el consumidor tiene el derecho de expresar por escrito su aprobación respecto a las características, condiciones y estado en general del bien que se le entrega. De igual modo, el consumidor puede expresar su desaprobación siempre que esta entrega no corresponda a características y condiciones previstas en el contrato, según las siguientes reglas: (...) 2. En el caso de venta de bienes futuros, el consumidor puede expresar su desaprobación sobre desperfectos, deficiencias u otras condiciones que desmejoren el valor del inmueble que se le entrega, o que impidan o limiten su uso. (...) 4. De presentarse alguna de estas situaciones, el consumidor puede exigir, a través de los mecanismos legales pertinentes, la reparación, la reducción del precio o la resolución o rescisión del contrato, según corresponda”. [Subrayado agregado]. 4.2. Acerca de la presente causal se desprende que la parte recurrente considera que, en el caso de autos la Sala Superior erróneamente consideró que los defectos denunciados no eran estructurales, y por ende, no tenían justificación para negarse a recibir los inmuebles, por lo que, no se configuraría la infracción de los artículos 187 y 198 del Código de Protección y Defensa del Consumidor relacionado con no cumplir con la entrega de los inmuebles adquiridos por los denunciantes dentro del plazo acordado. 4.3. Relacionado con el deber de idoneidad, la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República, en la Casación N.° 4063-2015-Lima, punto 5.4, haciendo mención al deber de idoneidad señala: “(...) en concordancia con el precedente administrativo de observancia obligatoria contenida Resolución número 85-96-TDC, que determina el deber de idoneidad en los bienes y servicios que brinda el proveedor al consumidor y que la responsabilidad del incumplimiento de dicho deber es objetiva, es decir el consumidor debe acreditar el defecto en el servicio o producto, y luego se invierte la carga de la prueba, por lo que el proveedor deberá demostrar que el defecto no le es imputable”. 4.4. Entonces, como se desprende de la sentencia de vista, otro de los argumentos que sustenta la decisión de la Sala Superior constituye el hecho que la demora en la entrega de los inmuebles fue como consecuencia de las observaciones planteada por los denunciantes, por lo que, no se advertiría responsabilidad en la empresa demandante acerca del aludido retraso; sin embargo, debe tenerse presente que el artículo 104 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, señala: “Artículo 104.- Responsabilidad administrativa del proveedor El proveedor es administrativamente responsable por la falta de idoneidad o calidad, el riesgo injustificado o la omisión o defecto de información, o cualquier otra infracción a lo establecido en el presente Código y demás normas complementarias de protección al consumidor, sobre un producto o servicio determinado. El proveedor es exonerado de responsabilidad administrativa si logra acreditar la existencia de una causa objetiva, justificada y no previsible que configure ruptura del nexo causal por caso fortuito o fuerza mayor, de hecho determinante de un tercero o de la imprudencia del propio consumidor afectado. En la prestación de servicios, la autoridad administrativa considera, para analizar la idoneidad del servicio, si la prestación asumida por el proveedor es de medios o de resultado, conforme al artículo 18”. [Subrayado agregado] 4.5. Por consiguiente, lo discutido en la presente causal se origina como consecuencia de la demora en la entrega de los inmuebles a favor de los denunciantes; en ese sentido, corresponde verificar si en el caso de autos, la parte demandante ha cumplido con el deber de idoneidad; por tanto, como se observa de los contratos suscritos por los denunciantes con fecha tres de agosto de dos mil doce9, la empresa actora, de acuerdo a lo contenido en la cláusula quinta, la entrega de los departamentos se encontraba programada para el quince de diciembre de dos mil trece, pudiendo extenderse un máximo de cuarenta y cinco días o el treinta y uno de enero de dos mil catorce; entonces, se advierte a fojas setenta y seis del acompañado que Cima Prince comunicó a los denunciantes que la entrega de los inmuebles se estaría realizando la primera semana de febrero de dos mil catorce debido a que faltaba culminar acabados en las áreas comunes y el ascensor no había sido instalado al cien por ciento; asimismo, a fojas setenta y cuatro del acompañado se aprecia que la entrega de los inmuebles finalmente fue programado para el día veintidós de febrero de dos mil catorce. 4.6. En ese sentido, de aquello de puede evidenciar que entre las partes, según los contratos firmados, se había pactado una fecha de entrega de los departamentos que los denunciantes habían adquirido (como máximo el treinta y uno de enero de dos mil catorce), y pese a ello, la empresa demandante no cumplió con la entrega de esos inmuebles para la fecha programada, pues faltaban acabados en las áreas comunes y la instalación de ascensor no se encontraba completa, por lo que fue necesario que se reprograme hasta en dos oportunidades, para finalmente acordar para el día veintidós de febrero de dos mil catorce; por ello, se advierte que la demora en la entrega de los departamentos no puede ser atribuida a los compradores-denunciantes, ya que si bien es cierto que aquellos efectuaron observaciones a las instalaciones que contenía los mencionados departamentos, pero, las mismas surgieron en forma posterior al veintidós de febrero de dos mil catorce; por ende, la empresa demandante si ha incurrido en demora en la entrega de los inmuebles. 4.7. Por otro lado, relacionado con las observaciones formuladas por los denunciantes y la entrega de los departamentos, se desprende del artículo 79 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, que la misma otorga la posibilidad al consumidor, al momento de la entrega del inmueble, de poder expresar su desaprobación siempre que las características y condiciones no correspondan a lo contratado, deficiencias que tendrían que estar relacionadas con un desmejoramiento del valor del inmueble. En ese sentido, las observaciones planteadas por los denunciantes, que se vinculan con la grifería del baño, si se enmarcarían dentro de lo dispuesto en el referido artículo 79 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, pues a los compradores Vidal Panduro se les ofreció una grifería marca Stretto modelo minimalista, mientras que en los inmuebles se les instaló una grifería marca Italgrif, que a consideración de los denunciantes sería de menor calidad; y, que en definitiva impactaría en el valor del inmueble; por tanto, acorde a lo plasmado en el artículo 104 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, el proveedor es administrativamente responsable por la falta de idoneidad o calidad del producto, por lo que, la carga de la prueba en este caso, le correspondía a la empresa demandante, toda vez que, era dicha parte quien debió demostrar que la grifería instalada y observada por los denunciantes tenía una mejor calidad que el ofrecido; por ende, aquellas circunstancias, también influenciaron en que se extendiera aún más la demora en la entrega de los departamentos. 4.8. Por tanto, se desprende que la Sala Superior no ha considerado que la demora en la entrega de los departamentos, es causa atribuible a la empresa demandante, pues, en primer lugar, no se cumplió con el plazo establecido en el contrato, y, en segundo lugar, la grifería instalada fue observada por los compradores, lo que contribuyó a que se vulnere el deber de idoneidad del producto ofrecido; en consecuencia, en la sentencia de vista se ha vulnerado lo establecido lo previsto en el artículo 79 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, motivo por el cual, la infracción normativa propuesta debe declararse fundada. Quinto.- Infracción normativa del artículo 78 del Código de Protección y Defensa del Consumidor 5.1. Respecto de la causal que invoca la parte recurrente, la misma describe: “Artículo 78.- Información mínima del contrato de compraventa (...) 78.2 A la firma de los contratos de compraventa debe entregarse al comprador la siguiente información: I. Cuando se trate de bienes futuros: (...) b. Edificaciones: - Aprobación del anteproyecto o proyecto. - Plano de distribución. - Características de los acabados, servicios públicos domiciliarios, áreas comunes y otras características relevantes. II. Cuando se trate de bienes terminados –lotes o edificaciones–, copia de la partida registral, así como de los planos de las instalaciones de los servicios del inmueble y los planos de las instalaciones de servicios comunes, en el caso de propiedad común, entregándose esto último a la junta de propietarios respectiva”. 5.2. En cuanto a la entrega de los certificados de garantía y calidad de los materiales que se emplearon en la construcción de los inmuebles adquiridos, la Sala Superior considera que, de la revisión del Código no se advierte norma alguna en la que se establezca dicho deber a cargo del proveedor del servicio inmobiliario, lo que se reforzaría del contenido del artículo 78 antes indicado, además, que no se encontraba estipulado en los contratos, o que sea práctica común en la venta de inmuebles. 5.3. Sin embargo, a efecto de verificar lo argumentado por el Colegiado Superior, es necesario describir lo que contiene el artículo 7610 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, así tenemos que: “Artículo 76.- Protección del consumidor en contratos inmobiliarios El derecho del consumidor a la información obliga al proveedor de productos y servicios inmobiliarios a informar sobre las características del inmueble que está adquiriendo así como a proporcionar toda aquella documentación que acredite la existencia de autorizaciones municipales, el área del inmueble, el proceso de titulación, habilitación urbana, saneamiento, materiales empleados en la construcción y en los acabados, inscripciones registrales del terreno y Declaratoria de Fábrica o de Edificación, reglamento interno, independización y toda aquella documentación relevante”. 5.4. Entonces, del contenido del artículo 78 se puede desprender que, la norma si contempla la posibilidad que al comprador de un inmueble se le otorgue, entre otros documentos, los relacionados con las características de los acabados y otras características relevantes; además que aquello, debe concordarse con el artículo 76 antes indicado, donde claramente se establece la obligación por parte de la empresa inmobiliaria de otorgar toda documentación vinculada, no solo con la titulación autorizaciones municipales, entre otros, sino que también se debe proporcionar al usuario los que se encuentren referidos a los materiales empleados y acabados utilizados en la construcción del inmueble; por ende, más allá que lo reclamado por los denunciantes no se encuentre en los contratos o que no sea práctica común en la venta de inmuebles; de las nomas en comento, se desprende que la entrega de la documentación solicitada por los denunciantes si eran de cuenta de la empresa demandante, por lo que no hay justificación para negar lo solicitado; por ello, se evidencia que en la sentencia de vista se ha incurrido en la infracción normativa materia de análisis, debe declararse fundada. Sexto.- Actuación en sede de instancia 6.1. Como se ha señalado, la empresa demandante Cima Prince, tiene como pretensión principal: La nulidad de la Resolución N.° 746-2016/SPC-Indecopi de fecha veintinueve de febrero de dos mil dieciséis, emitida por la Sala Especializada de Protección al Consumidor del Indecopi, en la medida que ha vulnerado el principio de causalidad; y como consecuencia de ello, se declare que Cima Prince no ha incurrido en ninguna de las infracciones imputadas en el procedimiento administrativo y como pretensión subordinada: La nulidad de la citada Resolución N.° 746-2016/SPC-Indecopi, en tanto que ha vulnerado el principio de presunción de licitud; y como consecuencia de ello, se declare que Cima Prince no ha incurrido en ninguna de las infracciones imputadas en el procedimiento administrativo. 6.2. Entonces, a efecto de dar respuesta a las pretensiones propuestas, es necesario mencionar lo sucedido en vía administrativa, que conllevó a la expedición de las resoluciones administrativas cuestionadas: - Con escrito de fecha quince de setiembre de dos mil catorce11, subsanado mediante escrito del veintiuno de octubre de dos mil catorce12, Viviana Arlet Vidal Panduro, David Augusto Vidal Panduro y Daniel Alonso Vidal Panduro interpusieron denuncia ante la Comisión de Protección al Consumidor del Indecopi, contra el Grupo Inmobiliario Cima Prince Sociedad Anónima Cerrada, argumentando que: (i) La Inmobiliaria Cima Prince no habría entregado los inmuebles adquiridos el tres de agosto de dos mil catorce en el plazo que se estipuló en el contrato pertinente; (ii) habría obligado a los señores Vidal Panduro a recibir los inmuebles, en tanto les informó mediante carta notarial que las llaves de los mismos fueron dejadas en la recepción del edificio; (iii) habría utilizado materiales diferentes a los ofrecidos en los contratos y documentos anexos para la construcción de los departamentos de los señores Vidal Panduro; y, (iv) habría incumplido con subsanar las observaciones señaladas por los denunciantes. - Mediante resolución número dos13 de fecha quince de diciembre de dos mil catorce, la Comisión de Protección al Consumidor del Indecopi ordenó iniciar un procedimiento administrativo sancionador contra Cima Prince por presunta infracción a los artículos 18, 19 y 76 del Código de Protección y Defensa del Consumidor; siendo que la empresa ahora demandante, formuló sus descargos con fecha veintitrés de diciembre de dos mil catorce14. - Con fecha veintinueve de diciembre de dos mil catorce15, la Comisión de Protección al Consumidor del Indecopi llevó a cabo la diligencia de inspección de los departamentos en cuestión a fin de constatar los hechos denunciados, apreciándose de la respectiva acta, lo siguiente: “Se procedió a llevar a cabo la diligencia de inspección en cada departamento materia de denuncia, por ello se visualizó que: Dpto. 404: no se pudo apreciar la marca Stretto en las griferías de los baños, Dpto. 604: no se pudo apreciar la marca Stretto en las griferías de los baños; y, Dpto. 804: no se pudo apreciar la marca Stretto en las griferías de los baños”. - La Resolución Final N.° 1009-2015/CC216 de fecha veinticinco de junio de dos mil quince, la Comisión resolvió, sancionar al Grupo Inmobiliario Cima Prince Sociedad Anónima Cerrada, con multa total de veintiún Unidades Impositivas Tributarias (21 UIT), por infracción a los artículos 18, 19 y 76 del Código de Protección y Defensa del Consumidor al haberse acreditado que: (i) No entregó los inmuebles a los denunciantes en el plazo que estipuló el contrato que suscribieron para la adquisición de los mismos. [siete Unidades Impositivas Tributarias (7 UIT)] (ii) Obligó a los denunciantes a recibir los inmuebles, en tanto les informó mediante carta notarial que las llaves de los mismos fueron dejadas en la recepción del edificio. [diez Unidades Impositivas Tributarias (10 UIT)] (iii) Utilizó materiales diferentes a los ofrecidos en los contratos, en tanto la grifería empleada en todos los baños de los departamentos no son de marca Stretto modelo minimalista o similar. [una Unidad Impositiva Tributaria (1 UIT)] (iv) No entregó a los denunciantes los planos de las unidades inmobiliarias que adquirieron. [una punto cinco Unidad Impositiva Tributaria (1.5 UIT)] (v) No cumplió con entregar los certificados de garantía y calidad de los materiales que se emplearon para la construcción de los bienes. [uno punto cinco Unidad Impositiva Tributaria (1.5 UIT)] - No estando conforme con ello, la administrada interpuso recurso de apelación, siendo que mediante Resolución N.° 0746-2016/SPC-Indecopi17 de fecha veintinueve de febrero de dos mil dieciséis, la Sala Especializada en Protección al Consumidor del Indecopi confirmó la Resolución Final N.° 1009-2015/CC2 del veinticinco de junio de dos mil quince; reformando las sanciones de multa impuestas a la denunciada en los siguientes términos: (i) No entregó los inmuebles a los denunciantes en el plazo que estipuló el contrato que suscribieron para la adquisición de los mismos. [tres Unidades Impositivas Tributarias (3 UIT)] (ii) Obligó a los denunciantes a recibir los inmuebles, en tanto les informó mediante carta notarial que las llaves de los mismos fueron dejadas en la recepción del edificio. [cinco Unidades Impositivas Tributarias (5 UIT)] (iii) Utilizó materiales diferentes a los ofrecidos en los contratos, en tanto la grifería empleada en todos los baños de los departamentos no son de marca Stretto modelo minimalista o similar. [cero punto veinte Unidades Impositivas Tributarias (0.20 UIT)] (iv) No entregó a los denunciantes los planos de las unidades inmobiliarias que adquirieron. [una Unidad Impositiva Tributaria (1 UIT)] (v) No cumplió con entregar los certificados de garantía y calidad de los materiales que se emplearon para la construcción de los bienes. [uno punto cinco Unidad Impositiva Tributaria (1.5 UIT)] Además, se aprecia que se modificó las medidas correctivas impuestas a Cima Prince Sociedad y, reformándolas, ordenó a la entonces denunciada cumpla con entregar a la Junta de Propietarios del Edificio “Parque Bollar”: (a) la memoria descriptiva; (b) el manual del tablero de bombas; y (c) el CD de los planos en autocad. Respecto a la pretensión principal 6.3. Relacionado con las griferías, como se aprecia de lo actuado, los denunciantes observaron la entrega de los departamentos, al considerar que la grifería instalada no era la ofrecida, pues, correspondía una de la marca Stretto, de la línea minimalista, mientras que la instalada era de la marca Italgrif de la línea Cozumel; acerca de ello, la parte demandante considera que se ha vulnerado el principio de causalidad al haberse aplicado la inversión de la carga de la prueba en materia de protección al consumidor. 6.4. Entonces, acorde a lo establecido en el artículo 104 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, el proveedor es administrativamente responsable por la falta de idoneidad o calidad del producto o servicio, es por ello, que aquel proveedor podría ser exonerado de responsabilidad administrativa si logra acreditar la existencia de una causa objetiva, justificada y no previsible que configure la ruptura del nexo causal por caso fortuito o fuerza mayor, de hecho determinante de un tercero o de la imprudencia del propio consumidor afectado; por ello, de aquel artículo, se desprende que corresponde al proveedor la carga de la prueba. 6.5. Por consiguiente, como se observa de la Memoria Descriptiva de Acabados18 que se encuentra anexa a los respectivos contratos, de aquellos se desprende que, en el baño principal de colocaría griferías monocomando, duchas y tina marca Stretto (modelo minimalista) o similar; en ese sentido, acorde a lo previsto en el artículo antes mencionado, correspondía a la empresa demandante demostrar que la grifería instalada en el ambiente citado marca Italgrif línea Cozumel, era similar tanto en calidad como en modelo a la contenida en la Memoria Descriptiva de acabados antes señalado; pues de las fichas técnicas que aparecen en el expediente administrativo, acompañada por los demandantes, se encuentran relacionados a un modelo para cocina, mientras que lo observado, como se ha mencionado se trata del baño principal, por lo que, no era posible efectuar la comparación entre ambas griferías; es más no se aprecia que aquel modelo corresponda a uno minimalista, además, si bien es cierto que en el contrato se otorgaba la posibilidad de poder variar los formatos y colores de los materiales, sin previo aviso a los compradores, ello debe efectuarse siempre y cuando no se disminuya la calidad de los materiales, circunstancia (calidad de la grifería instalada) que no ha sido demostrada por parte de la empresa. 6.6. En cuanto a la demora en la entrega de los departamentos, en el caso de autos, se aprecia que con fecha tres de agosto de dos mil doce, la demandante y los hermanos Vidal Panduro, suscribieron un contrato para la adquisición de departamentos que, de acuerdo a la cláusula quinta la entrega de aquellos inmuebles se encontraba programado para el quince de diciembre de dos mil trece, pudiendo extenderse cuarenta y cinco días o hasta el treinta y uno de enero de dos mil catorce; sin embargo, como aparece del expediente administrativo, a los denunciantes, con fecha veintitrés de enero de dos mil catorce19, se les comunicó que la entrega de los departamentos se efectuaría la primera semana de febrero de ese año, ello debido a que la propia empresa reconoció que faltaban algunos acabados en las áreas comunes y el ascensor no estaba instalado al cien por ciento; tras lo cual, surge una nueva comunicación por parte de la demandante (dieciocho de febrero de dos mil catorce) en donde, en coordinación con los denunciantes se programó la entrega para el veintiuno de febrero de dos mil catorce20. 6.7. Por consiguiente, se observa claramente que hubo un retraso de veintidós días en la entrega de los departamentos, causa imputable a la empresa demandante; además, el artículo 79 del Código de Protección y Defensa del Consumidor otorga la posibilidad que el consumidor pueda desaprobar la entrega de un inmueble, por lo que, habiéndose efectuado observaciones relacionado con las características del inmueble, aquella diferencia en las instalaciones de la grifería en el baño, no puede ser atribuida a los consumidores, pues a aquellos se les ofreció una marca diferente, y como se ha mencionado, no se demostró que la marca instalada sea de igual o mejor calidad; por ende, en el caso de autos no se aprecia que la demora en la entrega de los departamentos sea por causa atribuible a los compradores. 6.8. Acerca de la entrega forzosa del inmueble, como se desprende de la cláusula quinta de los contratos suscritos por los denunciantes, en caso que el comprador no quisiera recibir el inmueble, y de encontrarse apta para la entrega del mismo, el inmueble se considerará entregado en la fecha comunicada mediante carta notarial remitida por la empresa demandante; sin embargo, como se ha señalado anteriormente, los denunciantes habían efectuado observaciones a las griferías de los baños, pues se le instaló una marca distinta a la ofertada, sin que se haya demostrado que la marca Italgrif sea de igual o mejor calidad, y/o que se trate de un modelo minimalista que la ofrecida; entonces, de aquellas alegaciones se desprende que existían observaciones que se encontraban pendientes de subsanar, sin que se haya demostrado que se cumplió con lo reclamado por los denunciantes. 6.9. Por consiguiente, si bien se aprecia de las cartas N.° 0095-2014-GICP/PB, N.° 0096-2014-GICP/PB y N.° 0097-2014-GICP/PB de fecha veintitrés de abril de dos mil catorce21, la empresa demandante puso a disposición de los denunciantes los cuestionados departamentos adquiridos, considerando que las observaciones habían sido levantadas, por lo que, en base a ello, dejaron las respectivas llaves en la recepción del edificio residencial Parque Bollar; entonces, al no haberse demostrado que se haya cumplido con subsanar las observaciones planteadas por los denunciantes, y que estos hayan mostrado su conformidad, se aprecia que no se dado cumplimiento a los puntos pactados en el contrato, por lo que, la empresa demandante no se encontraba en la posibilidad de recurrir a la mencionada quinta cláusula y entregar las llaves vía conducto notarial. 6.10. Respecto a la entrega de los planos y certificados de garantías, conforme se establece en el artículo 78 del Código de Protección y Defensa del Consumidor concordante con el artículo 76 de la acotada norma, es obligación del proveedor proporcionar toda aquella documentación relacionada con la titulación, autorización municipal, área del inmueble, habilitación urbana, saneamientos, materiales empleados en la construcción y en los acabados, entre otros documentos relevantes. Entonces, de la norma en comento se desprende que lo solicitado si se encontraba arreglado a ley, y a pesar que los denunciantes efectuaron su pedido el veinticuatro de marzo de dos mil catorce22, recién el catorce de febrero de dos mil quince23, a través de la Carta N.° 028-2015/GICP entregó la documentación respectiva, pero a la Junta de Propietarios del edificio residencial Parque Bollar; es decir, dicha entrega se produjo como consecuencia de la denuncia efectuada a la demandante con fecha quince de setiembre de dos mil catorce, por lo que se aprecia en su debida oportunidad que el Cima Prince no cumplió con lo solicitado. 6.11. Finalmente, de acuerdo a lo que es materia de la pretensión principal, la parte actora considera que las resoluciones emitidas por en Indecopi vulneran lo prescrito en el numeral 8 del artículo 23024 de la Ley N.° 27444, la misma que regula acerca del principio de causalidad25; sin embargo, de los argumentos antes expuestos, no se observa vulneración alguna a dicho principio; por lo que, los actos administrativos cuestionados no han incurrido en causal de nulidad prevista en el artículo 10 de la Ley N.° 27444, razón por la cual, la pretensión principal debe desestimarse. Respecto a la pretensión subordinada 6.12. En cuanto a la presente pretensión, Cima Prince considera que las resoluciones administrativas cuestionadas vulneran el principio de presunción licitud, acerca de aquel principio, el numeral 9 del artículo 230 de la Ley N.° 27444, vigente al momento de los hechos, señala: “Las entidades deben presumir que los administrados han actuado apegados a sus deberes mientras no cuenten con evidencia en contrario”. 6.13. En ese sentido, la actora sustenta aquella pretensión considerando que, en los actuados administrativos, obraba en poder del Indecopi copioso material probatorio que acreditaba la licitud de la conducta de Cima Prince, la cual habría sido calificada equivocadamente como infracción a los artículos 18, 19 y 76 del Código de Protección y Defensa del Consumidor. Sin embargo, como se ha expuesto en los considerandos precedentes, a la actora se le sanciono por: (i) No entregar los inmuebles en el plazo que estipulado en el contrato; (ii) obligar a los denunciantes a recibir los inmuebles, en tanto les informó mediante carta notarial que las llaves de los mismos fueron dejadas en la recepción del edificio; (iii) utilizar materiales diferentes a los ofrecidos en los contratos, en tanto la grifería empleada en todos los baños de los departamentos no son de marca Stretto modelo minimalista o similar, sino Italgrif; (iv) no entregar a los denunciantes los planos de las unidades inmobiliarias que adquirieron; y, (v) no cumplió con entregar los certificados de garantía y calidad de los materiales que se emplearon para la construcción de los bienes. 6.14. Por consiguiente, como ya se ha expuesto en los puntos 6.3 al 6.10 de la presente casación, la demandante no ha cumplido con demostrar que no incurrió en las infracciones por las que fue sancionada, por lo que, tampoco se observa que se haya vulnerado el principio de licitud al que hace mención; por tanto, la pretensión subordinada también debe desestimarse. III. Decisión: Por tales consideraciones; en atención a lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 396 del Código Procesal Civil, modificado por el artículo 1° de la Ley N.° 29364, de aplicación supletoria al caso materia de autos; declararon: fundado el recurso de casación interpuesto por el codemandado Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual (Indecopi), de fecha quince de marzo de dos mil dieciocho, obrante a fojas trescientos setenta y nueve; en consecuencia, casaron la sentencia de vista de fecha cuatro de diciembre de dos mil diecisiete, obrante a fojas trescientos cuarenta, expedida por la Quinta Sala Especializada en lo Contencioso Administrativo con Subespecialidad en Temas de Mercado de la Corte Superior de Justicia de Lima, y, actuando en sede de instancia, confirmaron la sentencia apelada de fecha dieciocho de abril de dos mil diecisiete, obrante a fojas doscientos catorce, emitida por el Vigésimo Quinto Juzgado Contencioso Administrativo con Subespecialidad en Temas de Mercado de la Corte Superior de Justicia de Lima, que declaró infundada la demanda; en los seguidos por el Grupo Inmobiliario Cima Prince Sociedad Anónima Cerrada contra el Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual (Indecopi) y otros, sobre acción contencioso administrativo; dispusieron la publicación de la presente el Diario Oficial El Peruano conforme a ley; y, los devolvieron. Interviene el señor Juez Supremo Ponente: Bustamante Zegarra.-
S. S.
Pariona Pastrana,
Arias Lazarte,
Rueda Fernández,
Toledo Toribio,
Bustamante Zegarra

__________

1 Hitters, Juan Carlos. Técnicas de los Recursos Extraordinarios y de la Casación. Librería Editora Platense, Segunda Edición, La Plata, página 166.

2 Roger E. Zavaleta Rodríguez, “La motivación de las resoluciones judiciales como argumentación jurídica”, Editora y Librería Jurídica Grijley EIRL 2014, pág. 207-208.

3 Artículo 50.- Son deberes de los Jueces en el proceso:

6. Fundamentar los autos y las sentencias, bajo sanción de nulidad, respetando los principios de jerarquía de las normas y el de congruencia.

El juez que inicia la audiencia de pruebas concluirá el proceso, salvo que fuera promovido o separado. El juez sustituto continuará el proceso, pero puede ordenar, en resolución debidamente motivada, que se repitan las audiencias, si lo considera indispensable.

4 Artículo 122 del Código Procesal Civil.- Las resoluciones contienen:

3. La mención sucesiva de los puntos sobre los que versa la resolución con las consideraciones, en orden numérico correlativo, de los fundamentos de hecho que sustentan la decisión, y los respectivos de derecho con la cita de la norma o normas aplicables en cada punto, según el mérito de lo actuado;

4. La expresión clara y precisa de lo que se decide u ordena, respecto de todos los puntos controvertidos. Si el juez denegase una petición por falta de algún requisito o por una cita errónea de la norma aplicable a su criterio, deberá en forma expresa indicar el requisito faltante y la norma correspondiente.

5 Artículo 12 del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial.- Todas las resoluciones, con exclusión de las de mero trámite, son motivadas, bajo responsabilidad, con expresión de los fundamentos en que se sustentan. Esta disposición alcanza a los órganos jurisdiccionales de segunda instancia que absuelven el grado, en cuyo caso, la reproducción de los fundamentos de la resolución recurrida, no constituye motivación suficiente.

6 Artículo 22.- Carácter vinculante de la doctrina jurisprudencial.- Las salas especializadas de la Corte Suprema de Justicia de la República ordenan la publicación trimestral en el Diario Oficial “El Peruano” de las ejecutorias que fijan principios jurisprudenciales que han de ser de obligatorio cumplimiento, en todas las instancias judiciales.

Estos principios deben ser invocados por los magistrados de todas las instancias judiciales, cualquiera que sea su especialidad, como precedente de obligatorio cumplimiento. En caso que por excepción decidan apartarse de dicho criterio, están obligados a motivar adecuadamente su resolución dejando constancia del precedente obligatorio que desestiman y de los fundamentos que invocan.

Los fallos de la Corte Suprema de Justicia de la República pueden excepcionalmente apartarse en sus resoluciones jurisdiccionales, de su propio criterio jurisprudencial, motivando debidamente su resolución, lo que debe hacer conocer mediante nuevas publicaciones, también en el Diario Oficial “El Peruano”, en cuyo caso debe hacer mención expresa del precedente que deja de ser obligatorio por el nuevo y de los fundamentos que invocan.

7 Artículo 18.- Idoneidad,
Se entiende por idoneidad la correspondencia entre lo que un consumidor espera y lo que efectivamente recibe, en función a lo que se le hubiera ofrecido, la publicidad e información transmitida, las condiciones y circunstancias de la transacción, las características y naturaleza del producto o servicio, el precio, entre otros factores, atendiendo a las circunstancias del caso.

La idoneidad es evaluada en función a la propia naturaleza del producto o servicio y a su aptitud para satisfacer la finalidad para la cual ha sido puesto en el mercado. Las autorizaciones por parte de los organismos del Estado para la fabricación de un producto o la prestación de un servicio, en los casos que sea necesario, no eximen de responsabilidad al proveedor frente al consumidor

8 Artículo 19.- Obligación de los proveedores.
El proveedor responde por la idoneidad y calidad de los productos y servicios ofrecidos; por la autenticidad de las marcas y leyendas que exhiben sus productos o del signo que respalda al prestador del servicio, por la falta de conformidad entre la publicidad comercial de los productos y servicios y éstos, así como por el contenido y la vida útil del producto indicado en el envase, en lo que corresponda.

9 Fojas 17 a 25, 32 a 40, y 47 a 55 del expediente administrativo.

10 Vigente al momento de los hechos.

11 Fojas 01 del acompañado.

12 Fojas 176 del acompañado.

13 Fojas 180 del acompañado.

14 Fojas 192 del acompañado.

15 Fojas 267 del acompañado.

16 Fojas 352 del acompañado.

17 Fojas 441 del acompañado.

18 Fojas 26 a 29, 41 a 44 y 56 a 59 del expediente administrativo.

19 Fojas 76 del acompañado.

20 Fojas 74 del acompañado.

21 Fojas 118, 127 y 136 del acompañado.

22 Fojas 91 del acompañado.

23 Fojas 411 del acompañado.

24 Vigente al momento de los hechos.

25 Artículo 230.- Principios de la potestad sancionadora administrativa

La potestad sancionadora de todas las entidades está regida adicionalmente por los siguientes principios especiales: (...)

8. Causalidad.- La responsabilidad debe recaer en quien realiza la conducta omisiva o activa constitutiva de infracción sancionable
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